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Antes de adentrarnos em el análisis de los in-

tríngulis del anteproyecto de ley de reforma de 

la Ley 142 de 1994 de servicios públicos que 

el Gobierno ha dado a conocer y que radicará 

próximamente en el Congreso de la República, 

el cual reanuda sus sesiones ordinarias de su 

tercera legislatura, nos permitimos exponer lo 

que podríamos llamar los prolegómenos a pro-

pósito del mismo. 

En primer lugar, es bueno dejar establecido que 

la Asamblea Nacional Constituyente de 1991 le 

dio un revolcón al régimen de los servicios pú-

blicos, al dejar establecido en el artículo 365 

de la Constitución Política que su prestación es 

inherente a la finalidad social del Estado. Que 

este es el responsable de garantizar “su pres-

tación eficiente a todos los habitantes del te-

rritorio nacional”, no obstante, deja abierta la 

opción de que pueda darse “directa o indirec-

tamente, por comunidades organizadas o por 

particulares”, alternativa esta que era impensa-

ble enantes. Eso sí, La Carta le reserva al Esta-

do “la regulación y la vigilancia de dichos servi-

cios”, para lo cual se creó la Superintendencia 

de los Servicios públicos domiciliarios, la única 

de rango constitucional.

Las leyes 142 y 143 de 1994 desarrollaron este 

precepto, la primera la de Servicios públicos 

y la segunda la eléctrica, nacieron el mismo 11 

de julio y son siameses. No es dable pensar en 

una reforma de la primera sin tocar la segunda. 

Gracias a la vigencia de estas dos leyes se logró 

ampliar la cobertura en la prestación del servi-

cio de energía, la cual pasó de 70.9% en 1990 a 

98.72% enn2023 y el número de usuarios pasó 

de 4.4 millones en 1990 a 17.7 millones en 2023. 

Ello fue posible merced a la inmensa inversión 

en el sector, que alcanzó los $140 billones en 

el decurso de los 30 años de vigencia de estas 

leyes, primando, de lejos, la inversión privada 

sobre la del sector público.
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Ello le ha valido a la arquitectura de Sistema 
energético colombiano y a su desempeño una 
buena calificación tanto por parte del Foro Eco-
nómico Mundial (octavo puesto a nivel global en 
2016 y el décimo en el reporte de 2020, entre 
126 países analizados), como uno de los mejores 
sistemas energéticos del mundo, como del Con-
sejo Mundial de Energía (WEC, por sus siglas en 
inglés. Colombia logró escalar 12 puestos en el 
ranking del Trilema (sostenibilidad, seguridad y 
equidad), ubicándose en el puesto 35 entre 130 
países evaluados. 

No puede decirse lo mismo con respecto a la 
Transición energética. Colombia ha retrocedido 
los últimos dos años en su desempeño. Después 

de ocupar el puesto 29 a nivel global y tercero en 
Latinoamérica en el Informe del FEM en 2021, 
gracias a la expedición por parte Congreso de la 
República de las leyes 1715 de 2014 y la 2099 de 
2021, amén de la asignación mediante subastas 
entre 2019 y 2021 de 2.400 MW de capacidad 
de energía eólica, la demora en el tendido de 
la Colectora, para inyectar la energía generada 
al Sistema Interconectado Nacional (SIN), que 
solo estará operativa en 2026 y el atraso de la 
entrada en operación de los parques eólicos en 
La Guajira (los primeros han debido entrar en 
2022 y hasta la fecha no ha entrado ninguno), 
le valió a Colombia perder 10 posiciones a nivel 
mundial, pasando del puesto 29 al 39 y en Lati-
noamérica pasó del tercer puesto al sexto. 
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Este retroceso se explica también por el inmo-
vilismo y la procrastinación por parte del Go-
bierno, pues después de casi año y medio desde 
que la ex ministra de Minas y Energía se compro-
metió en noviembre de 2022 en el marco de la 
27 Conferencia de las partes de la Convención 
de las Naciones Unidas sobre el Cambio climá-
tico (COP 27), a la fecha no se cuenta todavía 
con la Hoja de ruta de la Transición energética 
justa, un mandato de la Ley 2294 de 2023 del 
plan Nacional de Desarrollo (PND 2022 -2026).
Ahora bien, el hecho de que este Gobierno no 
haya revelado su Hoja de ruta de la Transición 
energética no quiere decir que no exista, pues 
en el anterior Gobierno de Duque se expidió 
el Documento CONPES 4075 de marzo 29 de 
2022, contentivo de los lineamientos de la Polí-
tica de Transición energética, el cual se basó en 
un Informe y las recomendaciones de 20 exper-
tos para la Transición energética, que por man-
dato del Congreso de la República (Ley 1955 de 
2019 del PND 2018 - 2012) integró el Presidente 
Duque y rindió su Informe, muy completo, el 28 
de enero de 2020. 

Entre las recomendaciones de la Misión, que 
contó con el apoyo del BID y el Banco Mundial, 
centradas en 5 focos estructurales del mercado, 
destacándose el Marco institucional y regulato-
rio. Se ocupa también de la formación de precios 
y de la necesidad de mejorarla, la participación 

de los agentes de la cadena y de las transaccio-
nes al por mayor, eso sí, “sin poner en riesgo la 
confiabilidad y firmeza” del Sistema energético. 
Con base en este Informe la administración Du-
que publicó la Hoja de ruta “para modernizar y 
transformar el sector eléctrico en el corto y me-
diano plazo, implementando las acciones de los 
actores en toda la cadena de generación, pro-
ducción y comercialización de energías”. De ma-
nera que el actual Gobierno, mientras no se dé 
su propia Hoja de ruta de la Transición energéti-
ca justa, por respeto a la institucionalidad, debe 
cumplir y hacer cumplir lo avanzado en el ante-
rior Gobierno. 

Si bien es cierto después de 30 años de vigen-
cia de ambas leyes ameritan hacerles los ajustes 
y enmiendas que demandan la reconfiguración 
del mercado energético con la introducción de 
las fuentes no convencionales de energías reno-
vables (FNCER), no hay que pasar por alto que 
en ello se avanzó con la expedición de las leyes 
1715 de 2014 y 2099 de 2021. Sería un error ga-
rrafal pensar que con la reforma propuesta se 
haría borrón y cuenta nueva, lo más aconsejable 
para evitar un serio traumatismo en la prestación 
de los servicios públicos con calidad, eficiencia 
y continuidad, como lo manda la Ley, es cons-
truir sobre lo construido, sin demoler sus bases.


